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MADRID, 4 DE ENERO DE 2006 
 

SR. D. ROBERTO DAÑINO 
SECRETARIA GENERAL DEL CIADI 
BANCO MUNDIAL 
1818 H STREET, N.W.  
WASHINGTON D.C. 20433 

 
 
Ref.:  Víctor Pey Casado y Fundación Presidente Allende c. República 
de Chile (CIADI Caso Nº. ARB-98-2) 
 
 
Distinguido Sr. Secretario General : 
 
Acusamos recibo de la atenta comunicación del 21 de los corrientes y de los documentos 
anexos. Agradecemos que permita comunicar nuestra respuesta, la que tenemos el honor 
de formular a continuación. 
 
1.- El 16 de diciembre de 2005 el Gobierno chileno y el árbitro Sr. Leoro han aportado la 
prueba de haber mantenido relaciones prohibidas en los artículos 6(2), 15(1) y 15(2) del 
Reglamento de Arbitraje. 
 
2.-  El fruto de ese acto ilegal es el coup de force del Gobierno de Chile en vía de 
desarrollo desde el 24 de agosto de 2005, consistente en:  

1) detener a los Árbitros, declararlos “incapaces”,   injuriarles y difamar al 
Centro; 

2) suspender las garantías dispuestas en el Convenio y en las Reglas de arbitraje 
del CIADI, aplicables en virtud del Acuerdo de Protección de Inversiones (API) entre 
España y Chile;  

3) establecer un bloqueo financiero, hasta derrocar al Tribunal legalmente 
constituido; 

4) presentar una recusación arbitraria y abrir una coartada al Gobierno 
chileno para intervenir a cara descubierta en las deliberaciones del Tribunal.  
La fundamentación de estos hechos figura en los desarrollos nos. 1 y 2 que se 
acompañan.  
 
3.- La carta de 22 de marzo de 2001 del Gobierno de Chile al Sr. Presidente del Banco 
Mundial ha infringido los artículos 24(1) y 2 del Reglamento Administrativo y Financiero 
del CIADI. Lo alegado en ella es falso o está tergiversado, como se demuestra en el 
desarrollo nº 3 y anexo que siguen.  
 
4. El coup de force del Gobierno chileno en vía de desarrollo ha prolongado el 
procedimiento en más de medio año, ha incrementado su costo y causado perjuicio al 
Centro, a los Árbitros y a las demandantes.  
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Por ello las partes demandantes respetuosamente 
 
SOLICITAN AL SR. SECRETARIO GENERAL   
 
1º tener por reiterados íntegramente los puntos y las peticiones de las demandantes de 8 
de noviembre de 2005, y en su virtud desestimar la propuesta de recusación formulada 
por el Estado demandado, de modo que prosiga su trabajo de inmediato el Tribunal 
legalmente constituido por los Señores Árbitros Pierre Lalive, Mohammed Bedjaoui y 
Galo Leoro Franco o, en su caso, por los dos primeros; 
 
2º constatar los hechos siguientes 

1. que el Estado demandado ha intervenido las deliberaciones que el Tribunal de 
arbitraje celebra a puerta cerrada;  
2. que este hecho vulnera las normas del Convenio de Washington, aplicable en 
virtud del Acuerdo de Protección de Inversiones entre España y Chile;  
3. que la propuesta de recusación del Tribunal de arbitraje es el fruto del 
quebrantamiento grave por el Estado de Chile  de las normas esenciales del 
procedimiento; 
4. que en virtud del principio “ex iniuria ius non oritur” este solo hecho es causa 
bastante para desestimar la recusación propuesta por Chile, sin perjuicio de que 
ésta deba también ser rechazada por no concurrir ninguno de los motivos 
establecidos en el art. 14 del Convenio; 

 
3º que sean adoptadas todas las medidas necesarias para indemnizar al CIADI, al 
Tribunal de arbitraje, a los Árbitros y a las partes demandantes los gastos y daños que 
este hecho les ha causado. 
 
Aprovecha la oportunidad, Sr. Secretario General, para saludarle muy respetuosamente  

  
 
 
Dr. Juan E. Garcés 

Representante legal de D. Víctor Pey Casado y de la Fundación española 
Presidente Allende 
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I 
 

LA CARTA DEL ÁRBITRO  D. GALO LEORO FRANCO 
DE FECHA 16 DE DICIEMBRE DE 2005 
 
Las demandantes han solicitado, con el debido respeto, que no fueran trasladados a las 
partes los escritos, o párrafos de éstos, que pudieran entrañar una violación del secreto de 
las deliberaciones del Tribunal a puerta cerrada.1 Así lo disponen, a nuestro juicio, los 
artículos 24(1) y (2)(a) del Reglamento Administrativo y Financiero2 en relación con 
los artículos 6(2) y  15 del Reglamento de arbitraje. 
 
En particular, el artículo 15(2) del Reglamento de arbitraje impide participar en las 
deliberaciones a quienquiera que sea, “a menos que el Tribunal decida otra cosa”. Éste 
no ha autorizado intervenir a las partes, por ello las demandantes se limitarán a constatar 
que el 16 de diciembre de 2005 D. Galo Leoro Franco 
 
1. hace afirmaciones sobre materias confidenciales y ajenas al tema (págs. 1 a 7);  
 
2. admite y reconoce, en particular, que trasladó al Gobierno de Santiago la “decisión 
jurisdiccional” del Presidente del Tribunal de arbitraje antes del coup de force dado por 
ese Gobierno el 24 de agosto  de 2005, hecho sin precedente en el sistema del CIADI. 
Afirma en  la página 2:  
 

“al haber sido abordado por uno de los señores miembros de la Delegación de 
Chile  (...) me encontré en la necesidad de optar entre contestarle que el curso del 
proceso iba normalmente desarrollándose (...) o [inclinarme] por expresarle 
que (...) se había presentado una decisión (....) que reconocía la jurisdicción” 
(énfasis nuestro). 

 
3. la comisión de esos hechos podría eventualmente entrañar su responsabilidad 
contractual, en la medida que significaran incumplimiento del contrato suscrito al aceptar 
su designación como árbitro el 18 de noviembre de 1998. Son hechos, asimismo, 
susceptibles de haber violado normas deontológicas de general aplicación en la materia3; 

                                          
1 Escritos de 5 de septiembre (introducción), 11 de septiembre (p. I) y 5 de diciembre de  
2005 (p. IV). 
2 « (1) Toda comunicación escrita entre las partes, el Tribunal y el Presidente del 

Consejo Administrativo, durante la tramitación de cualquier procedimiento, deberá 
hacerse por conducto del Secretario General (...) (2) ... quien hará los arreglos 
necesarios para distribuir apropiadamente las copias. Si el escrito o documento no 
satisface los requisitos que le sean aplicables, el Secretario General (a) informará a 
la parte que lo haya presentado de la deficiencia y de cualquier medida consiguiente 
que el Secretario General tome; (2) podrá, si la deficiencia es sólo formal, aceptarlo 
sujeto a la condición de que ésta sea corregida”.  

3 Reglas Deontológicas de los Árbitros Internacionales nos. 5.3 y 9, elaboradas por la  
International Bar Association (IBA). 
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4. confirma la ausencia de fundamento del motivo que invocó el 26 de agosto de 2005 
para su presentar su dimisión, la que rechazan las demandantes4. 

 
El 16 de diciembre de 2005 Sr. Leoro Franco y el Ministro de Economía de Chile han 
aportado la prueba de que el coup de force de la delegación de Chile actualmente en 
desarrollo es una “fruta del árbol prohibido”, a saber resultado de la grave infracción del 
procedimiento que han confesado.  
 
El coup de force ha prolongado el procedimiento en más de medio año, ha incrementado 
su costo (pagado íntegramente por las demandantes) y ha causado perjuicio al Centro, a 
los Árbitros y a las demandantes. 

                                          
4 Ver nuestras cartas de 1 de septiembre (secciones II, V; peticiones A) y B)), 5 de  
septiembre (petición final 2), 19 de septiembre (petición B.4), 30 de septiembre  
(introducción), 8 de noviembre (IV) y  5 de diciembre de 2005 (III).  
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          II 

 
LA CARTA DEL SR. MINISTRO DE ECONOMÍA DE CHILE, DE FECHA 16 DE 
DICIEMBRE DE 2005  
 
En esta carta el Sr. Ministro de Economía hace suyo e intenta justificar lo injustificable, a 
saber las afirmaciones y peticiones hechas ex parte ante el Sr. Secretario General durante 
la reunión de 2 de septiembre de 2005. Las que, como hemos recordado antes,vulneran 
reglas fundamentales del CIADI. 
 
En efecto, de esta carta se desprende en particular 
 
1) que el Gobierno de Chile ha tenido conocimiento de las deliberaciones a puerta cerrada 
del Tribunal de arbitraje;  
 
2) que el árbitro Sr. Leoro Franco manifestó “a la República de Chile  el contenido del 
proyecto de laudo elaborado por el Presidente del Tribunal para la reunión del Tribunal 
de enero de 2004 y el proyecto de decisión distribuido a los coárbitros en julio de 
2005...”5.   
 
El Señor Ministro de Economía confirma así 
 
1º.- que el Gobierno de Chile ha violado los Artículos 6(2), 15(1) y 15(2) del 
Reglamento de Arbitraje;  
 
2º.-  que el fruto de tal “iniuria” es el coup de force en vías de desarrollo desde el 23 de 
agosto de 2005 (bajo la cobertura de los artículos 8 y 9 del Reglamento de arbitraje), 
consistente en:  
 

1) detener a los Árbitros, declararlos “incapaces”6,   injuriarles7 y difamar al 
Centro8; 

                                          
5 Extracto de la comunicación que el 2 de diciembre de 2005 dirige el Sr. Secretario  
General del CIADI al Tribunal de arbitraje y a las partes (página 2). 
6 La comunicación del Ministro de Economía de 23 de agosto de 2005 declara la 
“manifiesta incapacidad y/o inhabilidad de los integrantes del Tribunal de desempeñar 
su cargo en este procedimiento arbitral” (página 4). 
7 En su escrito de 8 de noviembre de 2005 el Presidente del Comité de Inversiones 
Extranjeras de Chile califica al Presidente del Tribunal de arbitraje, el prof. Pierre Lalive, 
de perverso (p. 102), injusto y parcial (p. 6), ineficaz y escandalosamente hostil (p.7), 
superficial (p. 18), incapaz (pp. 25 y 52), agresivo (p. 37), grotesco (p. 38), mentiroso (p. 
46), con considerable animadversión y prejuicio hacia Chile (pp. 53 y 65); 
desproporcionado, furioso y amargo (p. 55); le niega el derecho a defender a los 
miembros de su propio Tribunal (punto 57); falto de imparcialidad y de opinión 
independiente (p. 59). Califica al Sr. Bedjaoui, ex Presidente del Tribunal Internacional 
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2) suspender las garantías9 dispuestas en los artículos 56 (1), 41, 42, 44, 46, 48 y 
59 del Convenio, en las Reglas de arbitraje 41, 42(4), 6(2), 15, 40, 14 y 16, 
aplicables en virtud de lo dispuesto en el articulo 13.3 del API España-Chile;  
 
3) establecer un bloqueo financiero10 hasta derrocar al Tribunal legalmente 
constituido; 
 
4) presentar una recusación arbitraria y abrir al Señor Leoro Franco la vía para 
aportar escritos que sirven de coartada al Gobierno de Chile para intervenir a 
cara descubierta en las deliberaciones del Tribunal (las demandantes 
formularon oposición a la vía y a los medios empleados para abrirla).11 En su 
carta del 8 de noviembre de 2005 el Ministro de Economía citaba los escritos del 
Sr. Leoro Franco de 6 de septiembre, 7 y 23 de octubre de 2005 como sola fuente 
de su conocimiento de las deliberaciones del Tribunal a puerta cerrada (pp. 13, 17, 
18, 39, 64 y 98). En la misma carta incluso  reprochaba al Presidente Lalive haber 
osado formular “la insinuación” de que quien “divulgó información 
irregularmente a Chile” hubiera podido ser “un miembro del tribunal” (p. 64);  

 
3º  Sin embargo, el Ministro chileno pretende el 16 de diciembre de 2005 que las 
« revelaciones » que ha compartido ex parte con el Secretariado del CIADI en la citada 

                                                                                                                            
de Justicia, de petulante incapaz; inmoral; delincuente legalmente incapacitado en su 
país; distorsionador; parcial; altanero; sin independencia de juicio; que como Canciller de 
Argelia obraría en perjuicio de su propio pueblo (pp. 98, 69, 85, 99, 103, 105, 107, 108, 
77).  
8 Ver la seria de artículos publicados en El Mercurio (Santiago) “Firmeza oficial en el  
Caso Clarín”(20.11.2005);  “En demanda por CLARIN Chile exige terminar con las  
‘irregularidades y giros oscuros’ del arbitraje. Gobierno denuncia escándalo del CIADI”  
(16.11.2005); “El Caso Clarín ocho años después” (4.09.2005), entre otros. Han  
replicado, entre otros medios, El País (Madrid) el 14.10.2005 (“El español Pey gana su  
pleito con Chile por el diario ‘Clarín’, confiscado por Pinochet”); ”); La Tercera 
(Santiago), le 17.10.2005 (“El fantasma de ‘Clarín’”);  y Clarin (Santiago) en sendos  
artículos titulados “Por el honor del Tribunal de Arbitraje y del Acuerdo de Protección  
de Inversiones Chile-España”, de 17-20 de noviembre de 2005, accesibles en 
http://www.elclarin.cl/index.php?option=com_content&task=view&id=983&Itemid=44 
y en http://www.elclarin.cl/index.php?option=com_content&task=view&id=1016&Itemid=45. 
9 Ver las cartas del Ministro de Economía de 16 de septiembre, 8 de noviembre y 16 de  
diciembre de 2005. 
10Comunicación de Chile 23 de agosto de 2005 (página 5): el Gobierno de Chile rechazó 
en ella aportar la provisión de fondos solicitada por el Centro el anterior día 12, lo que 
infringe los artículos 59, 60(1) y 61(2) del Convenio. 
11 Comunicaciones del 26 de agosto,  1º de septiembre (secciones II.2; II.3; III; IV), 5 y  
11 de septiembre (secciones I, II, III, IV(1) ,(4), (5) y (6)) y 5 de diciembre de 2005  
(secciones I y IV(2)). 
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reunión del 2 de septiembre de 2005, no constituirían ni la base ni las causales de su 
propuesta de recusación (punto 21). 
 
4º Pero, por otro lado, el Ministro chileno parece dar a entender (p. 10) que el 
procedimiento utilizado ahora -la propuesta de recusación de la totalidad del Tribunal 
para evitar una decisión desfavorable- podría justificarse si se tratara de evitar una 
decisión sobre el fondo y no “una simple  decisión sobre jurisdicción”. 
 
5º. La afirmación hecha en la nota 16 (p. 22) es errónea, y también la reiterada afirmación 
de que bajo la Presidencia del Juez Rezek hubiera existido un proyecto de sentencia a 
favor de la postura de Chile (pp. 5, 21). Desde el 25 de abril y 1 de mayo de 2001 ello ha 
sido desmentido, tanto por el Centro como por el Tribunal. 
 
6º Es, igualmente, inaceptable que la República de Chile, parte actora en el 
procedimiento de recusación del Tribunal de arbitraje, pretenda tener en el mismo la 
última palabra (p. 23). Lo reitera en su carta de 23 de diciembre de 2005 en relación con 
sus “revelaciones” durante la reunión ex parte del 2 de septiembre de 2005, donde 
también ha tenido el papel de parte actora. Ese  
modo de actuar es tan irregular ahora como lo fuera el que tuvo durante y después de la 
vista oral de 5 de mayo de 2000, la carta del 22 de marzo de 2001 que el Gobierno de 
Chile dirigió al Presidente del Banco Mundial o los gravísimos hechos referidos en este 
escrito. Semejante comportamiento, que perturba extraordinariamente el procedimiento, 
es el origen directo de su prolongación indebida y del aumento de los gastos asumidos 
por las demandantes, lo que éstas no pueden aceptar. 
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III 
 

LA CARTA DEL SR. MINISTRO DE HACIENDA DE CHILE AL SR. 
PRESIDENTE DEL BANCO MUNDIAL, DE FECHA 22 DE MARZO DE 2001  
 
Esta carta no consta en el presente procedimiento, ni tampoco que fuera entregada a su 
destinatario. Si hubiera sido efectivamente dirigida al Sr. Presidente del Banco Mundial, 
el Gobierno de Chile habría violado, con ello, los arriba citados artículos 24(1) y 2 del 
Reglamento Administrativo y Financiero del CIADI.  
 
Las demandantes, que ignoraban la existencia de esa carta y no pudieron, por lo tanto, 
responder a las alegaciones que formula, desean hacerlo en los términos que siguen:  
 
Pa.  Afirmó Chile el 22.03.01     Responden las demandadas el 4.01.2006 
9  
y 
10 

“plaintiffs insulted the 
first arbitrator named 
by Chile...Dr. Witker” 

Falso. Las autoridades de Chile y el Dr. Witker ocultaron 
que éste nació en Chile de padres chilenos. Las 
demandantes pidieron que la Regla 3(1)(a)(i) fuera 
respetada.12  

7, 
8, 
2, 
13 

“a final decision... 
whose content Chile has 
the right to know” 

Falso.  
El Centro y el Presidente del Tribunal de arbitraje han 
informado  que tal decisión no existe.13 

10  “on October 27, 1999, 
Chile sent a formal 
protest to the 
arbitrators” 

La delegación de Chile solicitó limitar el derecho de 
defensa de las demandantes y suspender el procedimiento 
si no lo aceptaban. El Tribunal  desestimó la petición el 
1.12.1999. 

5, 
12 
y 
14 

Chile pide que el Centro  
y el Presidente del 
Tribunal actúen según 
sus deseos 

 

11 “failures and defects 
exist in this system” 

Las graves irregularidades acumuladas por  la 
representación de Chile ponen a prueba la capacidad del 
sistema CIADI para resolver, respetando sus propias 
reglas, los diferendos relativos a inversiones entre Estados 
y nacionales de otros Estados 

 
El Ministro de Economía de Chile reitera esas alegaciones el 16 de diciembre de 2005 
(puntos 17, 18 y 22; notas al pie nos. 14 y 16), al tiempo que, de nuevo, exige no permitir 
a las demandantes responder (punto 23). En su carta del siguiente día 23 la representación 
de Chile protesta porque se ha permitido a las demandantes comunicar su respuesta.  
 

                                          
12 Ver nuestras comunicaciones al Centro desde el 29  de julio al 15 de octubre de 1998 y  
las pruebas anexas. 
13 Comunicaciones del 1 y 4 de mayo de 2001. 
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Las alegaciones atribuidas al Ministro de Hacienda de Chile del 22 de marzo de 2001 no 
resisten un debate contradictorio ante una instancia imparcial, cualquiera que sea, y la 
prueba de ello obra en nuestras comunicaciones de 19 de septiembre (punto I.114 y doc. 
C 268); 5 de septiembre (Secciones I y II) y 1º de septiembre de 2005 (p. III.1.3º; 
sección V),  a las que nos remitimos.  
 
Al introducir la carta del 22 de marzo de 2001 solamente el 16 de diciembre de 2005, es 
decir después de cerrado el procedimiento de recusación (fijada para el 8 de noviembre 
de 2005), la representación de Chile repite una maniobra que llevó a cabo el 5 de mayo 
de 2000, consistente en aportar al procedimiento documentos directamente relacionados 
con la competencia después que el Presidente del Tribunal de arbitraje declarara, el 5 de 
mayo de 2000, cerradas las fases escrita y oral de la excepción de jurisdicción. Chile, que 
es la parte actora en esta última, parecía dar por sentado que los inversores españoles 
serían reducidos a indefensión en cuanto al contenido de dichos documentos y que no se 
les reconocería el derecho a responder.   
 
En efecto, el Tribunal de arbitraje no contestó nunca a las nueve (9) peticiones para que 
procediera a  expulsar del procedimiento esos documentos, o permitiera a las otras partes 
ser oídas al respecto con todas las garantías15. El 12 de marzo de 2001 las demandantes 
expusieron ante el Sr. Secretario General del CIADI que quien dirigía y representaba al 
Tribunal debería asumir la responsabilidad de tan grave infracción del procedimiento (se 
acompaña en el anexo nº 4 copia de esa comunicación). El Señor Presidente del Tribunal 
de arbitraje dimitió el día siguiente, una reacción inusual que confirmaba la solidez de las 
alegaciones formuladas por las demandantes. 
 
La gravísima infracción cometida entre el 5 de mayo de 2000 y el 13 de marzo de 2001 
es, pues, la causa principal de la duración excesiva del presente procedimiento y de la 
elevación de sus gastos (mientras el Estado chileno continuaba percibiendo la renta diaria 
de los bienes confiscados).  
 
A ello habría que sumar otras numerosas trampas, falsedades, falsificación de 
documentos y actos ilícitos cometidos por Chile, oportunamente alegados por las 
demandantes (el documento C268 es sólo una muestra)16. Su envergadura es tal que 
parece poco probable que las personas que han representado a Chile hubieran osado 

                                          
14 Este punto I.1 reenvía a los hechos y pruebas que obran en nuestros escritos de  
12 de marzo, 16, 22, 30 de mayo, 1 y 4 de junio de 2000, 4 de enero y 19 de febrero de  
2001, así como en las comunicaciones de la Sra. Secretaria del  Tribunal de arbitraje de  
25 de abril de 2001 y del Sr. Presidente del mismo del 1 de mayo siguiente. 
15 Ver la transcripción de la vista oral del 5 de mayo de 2000 y nuestros escritos al  
Tribunal presidido por el Sr. Rezek de 12 de marzo, 16, 22, 30 de mayo, 1 y 4 de junio  
de 2000, 4 de enero y 19 de febrero de 2001. 
16 Documento C268 : Memorándum sobre la mala fe de Chile a lo largo del  
procedimiento de arbitraje, provocando su prolongación y el aumento de los costos,  
aportada al procedimiento en nuestra comunicación del 19 de septiembre de 2005. 
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cometerlos sin haber recibido seguridades de que el Tribunal no los desenmascararía, o 
de que se cometería una denegación de justicia.  
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     IV 
 
 
DOCUMENTO ANEXO 
 
LA CARTA DE LAS PARTES DEMANDANTES AL SR. SECRETARIO 
GENERAL DEL CIADI, DE FECHA 12 DE MARZO DE 2001 
       

París 12 de marzo de 2001 
 

Sr. Secretario General del CIADI 
Banco Mundial 
1818 H Street, N.W.  
WASHINGTON D.C. 20433 

 
Ref.:  Víctor Pey Casado y Fundación Presidente Allende c. República de Chile (CIADI 
Caso Nº. ARB-98-2) 
___________________________________ 
   
 
Distinguido Señor Secretario General del CIADI: 
 
Esta representación muy respetuosa y cordialmente se dirige al Sr. Presidente  D. José 
Francisco REZEK para invitarle a que considere abstenerse de continuar actuando como 
Presidente del Tribunal de Arbitraje,  y a apartarse voluntariamente de esta función.  

El motivo de nuestra proposición es una actuación grave del Sr. Presidente 
Rezek, objetivada desde el día 3 de mayo de 2000, y reiterada durante los diez meses 
siguientes, que no inspira  la plena confianza en la imparcialidad de juicio que se espera 
de un árbitro. Es éste un  requisito indispensable para formar parte de un Tribunal del 
CIADI, según dispone el art. 14(1) de la Convención de Washington. Lo es con mayor 
motivo, si  cabe, cuando se trata de un árbitro designado por la Presidencia del Consejo 
de Administración del Banco Mundial. 
 
Basamos  nuestra petición en los siguientes 

 
 

HECHOS 
 
 PRIMERO.- El 7 de noviembre de 1997 fue presentada la Solicitud que inicia el 
presente procedimiento arbitral.  

El 19 de agosto de 1998 el Presidente del Consejo de Administración designó al 
eminente especialista en arbitrajes  Dr. Albert Jan van den Berg para presidir el 
Tribunal. La República de Chile recusó al Dr. Van den Berg por motivos no 
contemplados en la Convención, y esta parte rechazó la recusación por arbitraria, 
infundada e infringir abiertamente el Convenio (ver nuestra comunicación al Centro de 
fecha 28 de agosto 1998). El Presidente del Consejo de Administración propuso al Dr. 
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José Francisco Rezek para sustituirlo, y aunque el Convenio concedía a esta parte el 
legítimo derecho de exigir que se respetara el nombramiento del Dr. Van der Berg, aceptó 
la sustitución en la confianza de que el Dr. Rezek sería un árbitro imparcial.  
  El 30 de diciembre de 1999, por decisión del Tribunal del día 16 anterior, quedó 
cerrado el procedimiento escrito para la parte que interpuso la cuestión de competencia, 
la República de Chile. El 7 de febrero 2000 quedó cerrado el procedimiento escrito para 
ambas partes, regulado en la Regla de Arbitraje Nº 31.  
 La República de Chile ha planteado la cuestión de competencia. Es pues la parte 
que nosotros representamos la que tiene la última intervención en el procedimiento, tanto 
en su fase escrita como oral, en la presentación de pruebas escritas como en las 
argumentaciones de conclusión. Y así lo acordó el Tribunal el 2 de febrero de 1999. 
 En la citada sesión de trabajo de 2 de febrero 1999, el Tribunal delegó sus poderes 
en el Presidente Rezek “para fijar plazos para las actuaciones procesales adicionales que 
se requieran”. 
Antes de adoptar su decisión final sobre el incidente de competencia, el Tribunal convocó 
a las partes  a una audiencia oral, regulada en la Regla de Arbitraje Nº 32, y señaló a este 
fin los días 3, 4 y 5 de mayo 2000. El procedimiento oral tuvo lugar en la sede del Banco 
Mundial, en Washington D.C.  
 Durante la primera audiencia, el día 3 de mayo 2000, anunció la delegación de 
República de Chile que acudía con pruebas documentales nuevas en las que iba a 
sustentar su razonamiento, pero que no las entregaría al Tribunal sino después de que se 
cerrara la última audiencia oral, es decir el 5 de mayo. El día siguiente, 4  de mayo, en 
el primer turno que correspondía hablar a esta parte, protestamos enérgicamente por este 
hecho y argumentamos que   
 

a) “ningún Tribunal digno de tal nombre” –estas son las palabras que dijimos-, 
podía aceptar que una de las partes anunciara, en la apertura de la audiencia,  
que después que el Tribunal hubiera declarado finalizadas definitivamente las 
actuaciones escritas y orales, cuando ya ninguna alegación podía hacerse, 
presentaría documentos de prueba nuevos,  sin que la otra parte hubiera tenido 
previo conocimiento de aquellos. Ni tan siquiera durante el curso de una 
audiencia oral que se prolongaba durante tres días. Ello significaba que se 
estaba negando a una parte la oportunidad de conocer los documentos  y 
ejercitar el derecho de defensa al respecto. Dice la Regla de Arbitraje Nº 33: 

 
“Sin perjuicio de las disposiciones relativas a la presentación de 

documentos, cada parte, dentro de los plazos fijados por el 
Tribunal, dará al Secretario General, para su transmisión al 
Tribunal y a la otra parte, información precisa respecto a la 
prueba que se propone presentar y a la que se propone pedir que 
el Tribunal solicite, juntamente con una indicación de los asuntos 
sobre los cuales versará dicha prueba” 

  
Sin embargo, el Sr. Presidente Rezek redujo a esta parte a la 
absoluta indefensión al permitir que la delegación de Chile 
alegara, durante la sesión oral de 3 de mayo 2000, hechos nunca 
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antes expuestos en el procedimiento escrito, y que los apoyara en 
documentos ex novo que la delegación de Chile decía tener en 
sus manos pero que no mostraría a la otra parte mientras el 
procedimiento oral  estuviera abierto. 

 
b) “ningún Tribunal digno de tal nombre” podía aceptar que una de las partes 

presentara  documentos, que había dicho ante el Tribunal que estaban en sus 
manos en el momento en que abrió la audiencia oral, después de cerrado el 
procedimiento oral, sin que la otra parte haya tenido conocimiento previo de 
aquellos documentos, ni se le haya dado oportunidad para rebatirlos en 
igualdad de condiciones, ni se le ha haya abierto un período de tiempo para 
aportar pruebas en su defensa.  

Sin embargo, el Sr. Presidente Rezek ha permitido que, después 
del cierre de la audiencia el 5 de mayo 2001, la delegación de 
Chile aportara los anunciados documentos nuevos, los  ha 
incorporado al procedimiento arbitral, ha tolerado que hayan sido 
comunicados a esta parte once días después de terminada la 
audiencia oral.  Es decir, el Sr. Presidente del Tribunal no los ha 
declarado inadmisibles, ni ha abierto un período para que esta parte 
hiciera uso del derecho de defensa, del derecho a ser oído sobre el 
contenido de aquellos. 

 
Señalo como prueba de estos graves hechos  

 
a) las protestas formuladas por esta representación, durante las 

solas audiencias de los días 4 y 5 de mayo 2000 en que tenía el 
derecho de hablar, tras escuchar el arriba citado anuncio hecho 
el día 3 de mayo 2000 por la delegación de Chile, de que 
entregaría las nuevas pruebas al Tribunal solo después de 
cerrado el procedimiento oral; 

  
b) la petición, formulada por esta parte durante las sesiones del 4 y 

5 de mayo 2000, de que el Sr. Presidente del Tribunal rechazara 
la documentación que Chile había anunciado que entregaría 
DESPUÉS DE cerrado dicho procedimiento; 

 
c)  la alternativa, formulada también durante la audiencia del 5 de 

mayo 2000, por el Sr. Presidente Rezek, de  abrir formalmente a 
esta parte un tiempo prudencial para tomar conocimiento de los 
documentos y poder exponer los argumentos y pruebas  que a su 
defensa convinieran. 

  
Esta prueba consta en la grabación oficial del acto de la  

actuación oral, a la que nos remitimos. 
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  SEGUNDO.- Tras escuchar la denuncia de indefensión formulada por esta parte durante 
las sesiones orales del 4 y 5 de mayo 2000, el Sr. Presidente Rezek manifestó al cerrar la 
actuación oral: 
 

“(...) el tema que usted [abogado D. Juan Garcés] suscitó hace algunos 
minutos.  
« El Tribunal Arbitral espera de las partes en este momento del proceso 
una sola cosa escrita, que además no es obligatoria sino que sería 
bienvenida: es la expresión escrita de la contestación a las preguntas 
hechas ayer, y contestadas oralmente de[sde] la Tribuna.  

 
« Si ocurre que una de las partes presenta, en un momento cualquiera a 
partir de ahora, un documento, se abre al Tribunal la posibilidad, primero, 
de no tomar conocimiento de tal pieza y de formalizar este rechazo.  

 
« Se abre otra posibilidad, que es aquella de oír a la otra parte. Pero lo que 
me preocupa en tales circunstancias es que al manifestarse sobre 
documentos producidos en esta fase del proceso por la parte adversa, 
podría la otra parte no limitarse a un comentario crítico sino que 
presentaría, quien sabe, otro documento más, lo que acabaría por significar  
una reinstauración del procedimiento escrito. Es la razón por la cual 
pondero a las partes, es decir,  la sensibilidad de cada una de las partes 
determinará su procedimiento a partir de ahora. 
 
« Pero pondero que a partir de ahora, las circunstancias en que se 
encontraría el Tribunal Arbitral serían estas:  

 
- formular una decisión entre el no conocimiento de tales piezas, o  

 
- la sumisión de ellas a la otra parte que las habría ya recibido, 

naturalmente, pero abrir a la otra parte una oportunidad de 
manifestación asumiendo, en tales circunstancias, el riesgo de ver la 
otra parte presentar a su turno documentos nuevos también. Lo que 
podría significar entonces una reinstauración del procedimiento 
escrito, lo que, aparentemente, no convendría a ninguna de las partes ni 
al buen andamiento de una buena continuación del proceso.  

 
« Así es.  

 
« On arrive en ce moment [sigue voz de una persona que traduce del 
francés al castellano] En este momento llegamos al final del 
procedimiento oral. Y yo quiero someterles a ustedes, si usted cree en 
la posibilidad de aceptar documentos nuevos, y, igualmente le quiero 
informar sobre lo que va a pasar ahora.  
Dejando de lado ciertas conversaciones muy cortas, que son 
cuestiones de procedimiento, los tres árbitros también van a salir de la 
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sala, y cada uno por su parte va en los días próximos a intercambiar 
notas por escrito, y nos vamos a reunir lo más pronto posible. Claro 
que eso depende de los recursos en el secretariado, y de la secretaría, y 
de la traducción de algunos documentos de las distintas 
manifestaciones de los diferentes árbitros para el conocimiento del 
resto del Tribunal. Y lo más pronto posible, repito, habiendo 
intercambiado notas y comunicaciones escritas, los árbitros se van a 
reunir para deliberar y ustedes tendrán conocimiento de todo ello 
inmediatamente.” 

 
 Designo como prueba de estas palabras finales del Sr. Presidente Rezek, en las 
que declara finalizado el procedimiento oral, la grabación magnetofónica de la 
audiencia de fecha 5 de mayo de 2000.  

La decisión así formulada por el Sr. Presidente Rezek está regulada en la Regla de 
Arbitraje Nº 38, que dispone:  

 
“(1) Cuando las partes hayan terminado de hacer las presentaciones, se 
declarará cerrado el procedimiento. 
(2) Excepcionalmente, el Tribunal podrá, antes de dictar el laudo, reabrir 
el procedimiento en vista de que se ha de obtener nueva prueba que por su 
naturaleza constituye un factor decisivo, o porque es de necesidad 
imperiosa aclarar ciertos puntos específicos.” 

 
 Sin embargo, transcurridos diez meses desde el cierre del procedimiento oral, 
los documentos en cuestión no han sido expulsados del procedimiento por decisión 
formal alguna. Tampoco el Sr. Presidente Rezek ha abierto a esta parte el trámite para ser 
oída y poder aportar las pruebas que a su derecho de defensa interesen, a pesar de haberlo 
pedido en reiteradas comunicaciones. La prueba de estos hechos consta en la 
documentación del procedimiento de arbitraje, a la que me remito.  
   

TERCERO.- El   16 de mayo 2000 esta parte objetó de nuevo, por escrito, la 
documentación presentada por Chile después de que el Sr. Presidente del Tribunal 
hubiera declarado finalizado el procedimiento, y  solicitó  

 
“El 12 de mayo recibimos el fax de igual fecha remitido por el Centro, y 
en la mañana de hoy día 16 acaba de llegarnos un paquete con documentos 
anunciados, en términos generales, en el fax del día 12 de mayo. 
“Sin entrar a considerar siquiera su contenido, esta representación está en 
el deber de objetar la admisión de los documentos intercalados en el 
paquete recibido hoy, y que enumero a continuación: 

1) Oficio nº 5844, de fecha 24 de junio de 1999, del Ministerio del Interior de 
Chile, y fotocopia adjunta de tarjeta-índice del Sr. Pey Casado, 

2) Oficio nº 04435, de fecha 20 de abril de 2000, de la Presidencia del Banco 
Central de Chile, 

3) Escrito de la Secretaría General de la Comunidad Andina, de fecha 26 de 
abril de 2000, 
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4) fotocopia de demanda de restitución de la rotativa Goss, de fecha 4 de 
octubre de 1995, dimanante del Primer Juzgado Civil de Santiago, 

5) fotocopia de escrito de D. Rodrigo Escudero Cárdenas, presentado en 
fecha 10 de enero de 2000 ante el citado Primer Juzgado Civil de 
Santiago, 

6) Oficio Nº 464-2000, de fecha 14 de marzo de 2000, del citado Primer 
Juzgado Civil de Santiago. 
“Los motivos de esta objeción fueron anunciados por esta parte durante las 
audiencias de los días 4 y 5 de mayo de 2000, quien invocó al respecto 
principios de justicia natural tales como los de igualdad entre las partes, 
contradicción y no indefensión. A aquellos agregamos ahora los siguientes 
motivos de procedimiento: 
a) El 2 de febrero de 1999 el Tribunal concedió un plazo de 80 días, 

para que la República de Chile presentara su Réplica a nuestra  
Contestación sobre la cuestión de jurisdicción (formulada el 6 de 
octubre de 1999). La República de Chile solicitó el 6 de diciembre 
de 1999 un plazo adicional. El siguiente día 16 el Tribunal acordó 
que “la República de Chile deberá presentar su memorial de 
réplica sobre la cuestión de jurisdicción (...) a más tardar el día 
jueves 30 de diciembre de 1999”. 

b) Por consiguiente, el 30 de diciembre de 1999 terminó el plazo para 
que Chile presentara los documentos que interesaban a su defensa 
(Regla 29 del Reglamento Administrativo y Financiero, que regula 
los plazos especificados en el Convenio de Washington; Reglas de 
Arbitraje núms. 26, 31 y 33 en relación con el art. 44 del Convenio 
de Washington). 

c) La Regla 26(3) dispone que “toda actuación hecha después que 
haya vencido el plazo correspondiente se tendrá por no hecha”.  

No concurre, a juicio de esta parte, ninguna circunstancia 
especial para que se admita que la demandada presente 
documentos que, en su sola mano estaba, podía haber reunido y 
comunicado antes del 30 de diciembre de 1999, lo que hubiera 
posibilitado que esta representación dispusiera de 30 días para 
contestarlos debidamente. 

d)   La Regla 38 de Arbitraje nº 38(1) establece que “cuando las 
partes hayan terminado de hacer las presentaciones, se declarará 
cerrado el procedimiento”. 

Esta representación presentó su Dúplica el día 7 de febrero de 
2000, y fue esta parte también la última en hacer su 
presentación en la vista oral del viernes 5 de mayo de 2000.  
Por consiguiente, la representación de Chile está 
deliberadamente vulnerando la Regla 38 al presentar nuevos 
documentos después de cerrado el procedimiento relativo al 
incidente sobre jurisdicción.  
“Por ello, respetuosamente, solicitamos que, en aplicación del 

principio de igualdad entre las partes y de la Regla 26(3), el 
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Tribunal declare sin efecto, y tenga por no hecha, la presentación 
de los documentos arriba enumerados, disponiendo su devolución 
a la representación de Chile y su expulsión del procedimiento 
incidental.”    

 
No ha habido respuesta a la petición, como se puede comprobar consultando el 
procedimiento (ver doc. anexo Nº 1). 
 
 
 CUARTO.- En fecha 22 de mayo 2000 esta parte comunicó al Centro, de nuevo 
por escrito, que 
 

“El  16 de mayo le dirigimos una comunicación donde, invocando 
la aplicación del principio de igualdad entre las partes y la Regla de 
Arbitraje nº 26(3) y, sobre todo, teniendo presente lo afirmado por 
el Señor Presidente del Tribunal de arbitraje al concluir las 
alegaciones orales, pedíamos al Tribunal que declarara sin efecto 
los documentos presentados por la demandada después de la 
clausura de la audiencia del viernes 5 de mayo, y que dispusiera su 
devolución a la representación de Chile y su expulsión del 
procedimiento incidental sobre la cuestión de competencia.    
“Subsidiariamente, de acuerdo también con lo dicho por el Señor 
Presidente del Tribunal, solicitamos que se nos conceda el derecho 
de responder acerca de  los documentos que fueren admitidos en el 
procedimiento, en particular porque disponemos de los elementos 
de prueba que contradicen directamente esos “documentos nuevos” 
y, en particular, la fecha de entrada en vigor de la “Decisión nº 24” 
del Pacto de Cartagena después del 15 de septiembre de 1973. 

 
  Esta petición tampoco ha sido contestada. Designamos como prueba de 
ello el procedimiento de arbitraje (ver doc. anexo Nº 2). 
  
 
 QUINTO.-  El 31 de mayo 2000 escribimos de nuevo al Centro:   
 

“En relación al contenido de  los escritos de fecha 26 y 29 de mayo 
de la representación de Chile, salvo decisión del  Tribunal en otro 
sentido  estimamos que el buen orden procesal aconseja 
abstenernos de manifestar nuestra razonada oposición a aquellos. 
“De los seis documentos que presentó la delegación de Chile al 
Tribunal una vez concluida la audiencia del  5 de mayo 2000, solo 
nos ha sido dado traslado el siguiente 16 de mayo, por más que 
aquellos seis hayan sido mencionados por Chile (por primera vez) 
durante la audiencia del 3 de mayo. Lo que nos ha impedido 
conocerlos y responder a los mismos durante las audiencias. Por 
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ello desde la audiencia del 4 de mayo nos hemos opuesto a su 
admisión y comunicación ulterior.   
“En lo que respecta a los tres documentos que acompañan a 
nuestra comunicación al Centro del 11 de mayo (decisión de 28 
de abril 2000 del Ministro de Bienes Nacionales de Chile, escritos 
del Sr. Pey al 1er. Juzgado Civil de Santiago de fechas 23 de junio 
y 30 de julio de 1998 sobre la restitución de la rotativa GOSS), los 
hemos alegado durante la audiencia del 4 de mayo en respuesta a 
los argumentos expuesto por Chile la víspera, y su versión original 
en castellano la hemos entregado durante la misma audiencia del 4 
de mayo al Tribunal, y a la delegación de Chile. Esta última tenía 
los tres documentos, pues, en su poder antes de sus alegaciones del 
5 de mayo, y no los objetó. El 11 de mayo hemos aportado su 
versión francesa. 
“En lo que concierne a nuestra respuesta escrita a las cinco 
preguntas del Tribunal de Arbitraje del día 4 de mayo,  anexas 
en francés y español a nuestra comunicación al Centro de 17 de  
mayo, corresponden a la respuesta oral que dimos a las 5 preguntas 
durante la audiencia del 5 de mayo, sin ningún elemento nuevo –
como puede mostrar la grabación de la sesión. El Tribunal no pidió 
que las respuestas fueran entregadas por escrito durante la misma 
audiencia del 5 de mayo, sino después, en un tiempo breve. La 
preocupación del Tribunal era que la versión escrita no contuviera 
argumentos nuevos, distintos de las respuestas leídas en la 
audiencia del 5 de mayo. Instrucción que hemos respetado. 
“En lo que se refiere al documento “Síntesis de  los 
argumentos(...)”, corresponde al “dossier de plaidoirie” que, en 
ambas lenguas del procedimiento, hemos entregado en mano al Sr. 
Secretario del Tribunal el día 5 de mayo, el mismo día de la 
audiencia (del mismo modo que Chile hizo entrega de su propio 
“dossier de plaidoirie” ese día), con el ruego de transmitirlo a la 
delegación de Chile. Atendimos así a la petición del Tribunal de 
Arbitraje del 3 de mayo,  que invitó  a las partes a aportar una 
síntesis escrita de las alegaciones orales si disponían de ella. Este 
“dossier de plaidoirie” no contiene ningún argumento nuevo 
respecto de los escritos precedentes, y fue preparado para las 
audiencias del 4 y 5 de mayo. Si en su forma difiere de las 
alegaciones orales, es porque estas no son, en principio, el lugar 
apropiado para limitarse a leer un documento y, por otro lado, y 
sobre todo porque siendo ésta la parte demandada en la declinatoria 
de jurisdicción, debimos adaptar nuestra respuesta oral del 4 de 
mayo a la exposición de Chile de la víspera, y la del día 5 a la 
exposición de Chile durante la mañana del día 5. Lo que fue tanto 
más necesario cuanto que Chile adujo in voce,  los días 3 y 5 de 
mayo, argumentos ex novo, alegando que existía  la famosa 
“decisión de 28 de abril de 2000 del Ministerio de Bienes 
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Nacionales”, evocada como punto fundamental en su alegato inicial 
del 3 de mayo (aunque sin presentar ese documento, como tampoco 
los otros 6 documentos citados ese día 3 de mayo,  entregados por 
Chile al Tribunal después de terminadas las audiencias el viernes 5 
de mayo y conocidos por esta parte el 16 de mayo). 
“En resumen, reiteramos nuestra petición del 16 y 22 de mayo 
2000 respecto de los 6 documentos presentados por Chile después 
de terminada la audiencia del 5 de mayo y la consiguiente 
indefensión a que ha sido sometida esta parte.” 

 
No hemos recibido respuesta ninguna, según consta en el  

expediente judicial (ver doc. anexo Nº 3). 
 
 

SEXTO.-    El 4 de enero 2001 esta parte manifestó por escrito que 
 

 “Acusamos recibo del fax del Sr. Flores de fecha 22 de diciembre 
2000, que transmite la carta que la representación de Chile dirigió 
al Tribunal el pasado 19 de diciembre y una carta, transmitida en 
igual fecha, de la Contraloría General de la República del día 22 de 
noviembre 2000. 
 “Esta nueva comunicación de la representación de Chile sugiere a 
D. Víctor Pey Casado y a la Fundación “Presidente Allende” los 
sucintos comentarios siguientes. 
“La parte demandante desea recordar que el 5 de mayo 2000 el 
Tribunal declaró terminada la instancia y, en consecuencia, esta 
última comunicación de la demandada debe ser excluida del 
debate, a no ser que el Tribunal resuelva aplicar el art. 38(2) de las 
Reglas de Arbitraje. 
 « Además, en el momento de declarar clausurada la audiencia el 
pasado 5 de mayo, el Presidente del Tribunal significó que ningún 
argumento ni documento podrían ser presentados en el debate sin 
autorización del Tribunal, y que en todo caso si ese documento o 
argumento era declarado admisible por el Tribunal la otra parte 
dispondría de un plazo para responder. (...) 
“En el supuesto caso de que el Tribunal decidiera que es admisible 
la carta del 22 de noviembre 2000 [presentada por Chile], la parte 
demandante pide expresamente al Tribunal que le informe de ello y 
le conceda un plazo para responder, en particular acerca del alcance 
de la decisión del Ministro de Bienes Nacionales de 28 de abril 
2000, y de la carta del 22 de noviembre 2000, respecto del art. 26 
del Convenio del CIADI. En el actual estado del procedimiento, la 
carta del « Contralor » transmitida por Chile el 19 de diciembre 
2000 no puede interferir en el examen de la cuestión de la 
propiedad de las acciones por la jurisdicción que ostentan 
Ustedes. » 
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 Ninguna respuesta ha tenido esta petición, como se prueba en el 
procedimiento arbitral (ver doc. anexo Nº 4). 

 
 
 SEPTIMO.-   El 19 de febrero 2001 esta parte ha puesto en conocimiento del 
Tribunal un hecho de importancia directa para el tema de la jurisdicción, cual es la 
resolución en que un Tribunal español acababa de declarar probado que en las fechas 
críticas establecidas en el art. 25 del Convenio de Washington la nacionalidad de D. 
Víctor Pey Casado es exclusivamente la española. Informamos al Tribunal que:  
 

“Si bien el  5 de mayo de 2000 el Tribunal declaró cerrado el 
procedimiento, estimamos necesario someter a su libre apreciación la 
adjunta Resolución firme y definitiva de fecha 5 de febrero 2001, 
notificada el siguiente día 12 de febrero, del Tribunal Superior de Justicia 
de Madrid. 
“A diferencia de las cuestiones y documentos presentados fuera de plazo 
por la demandada, la anexa Resolución judicial entraña el final definitivo 
de una cuestión planteada por Chile desde su Memorial de 
Incompetencia (julio de 1999) –punto 1.2.6, documentos anexos números 
7 y 8-, donde aporta fotocopias de la resolución de 15 de abril de 1997 del 
Secretario de Estado de Cooperación Económica (Ministerio español de 
Asuntos Exteriores). Esta parte demandante expresó su oposición en la 
Respuesta de 18 de septiembre de 1999 –página Nºº 33, punto 1.23.3, 
objeción a documentos nos. 7 y 8; puntos 2.11 a 2.11.3.9, docs. C3 y C20-, 
al tiempo que anunciaba que dicha resolución no era firma y precisaba: 

“la declaración de nulidad está pendiente ante la Jurisdicción 
Contencioso-Administrativa por infracción de Ley y, 
subsidiariamente, desviación y abuso de poder, sin que haya 
recaído aún Sentencia” (punto 2.11.3.5.3). 
“El 14 de abril 2000 la parte demandante ha comunicado al Centro 

la Contestación del Abogado del Estado, quien representa y asegura la 
defensa del Estado español en dicho procedimiento judicial, notificada el 
23 de marzo de 2000. En su Contestación, el representante del Estado 
español constata ante el Tribunal que la Administración ha satisfecho 
extraprocesalmente todas las pretensiones del Sr. Pey Casado, a saber que 
• ha establecido su domicilio en España después de 1973, 
• ha renunciado a la doble nacionalidad chilena, 
• el 15 de abril de 1997, fecha de la resolución administrativa del 

Secretario de Estado de Cooperación Económica recurrida ante la 
Justicia, poseía como sola nacionalidad efectiva y exclusiva la 
española [es decir, antes de las fechas críticas establecidas en el art. 25 
del Convenio], 

• ostenta el derecho de invocar la aplicación del Tratado bilateral de 2 de 
octubre de 1991. 
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“En conformidad con la Ley española de la Jurisdicción 
Contenciosa (art. 90), el 14 de abril de 2000 el Sr. Pey había solicitado que 
dicho litigio fuera declarado terminado después que el Tribunal hubiera 
constatado la satisfacción extraprocesal del objeto del procedimiento 
judicial  (incoado el 4 de junio de 1997). 

“El 12 de febrero 2001 el Tribunal Superior de Justicia de Madrid 
ha notificado al Sr. Pey el Auto adjunto, en el que el Tribunal declara 
concluso el procedimiento tras haber comprobado los actos 
extraprocesales mediante los cuales “la Administración estima totalmente 
las peticiones que le fueron planteadas” por el Sr. Pey.”    

 
  La prueba de esta comunicación consta en el expediente de arbitraje (ver 
doc. anexo Nº 5). 
 

OCTAVO.- Si bien la violación del derecho de defensa de esta  
parte  tuvo lugar en las actuaciones orales celebradas los días 3 a 5 de mayo 2000, y la 
interdicción del derecho a defenderse se ha confirmado a lo largo de los siguientes diez 
meses, el 5 de mayo de 2000 el Sr. Presidente Rezek había declarado finalizado el 
procedimiento, lo que imposibilita ejercitar el derecho de recusar que otorga el art. 57 del 
Convenio. A su vez, desde la sesión de trabajo de 2 de febrero 1999 el Tribunal mantenía 
delegados sus poderes en el Presidente Rezek “para fijar plazos para las actuaciones 
procesales adicionales que se requieran. 
 La Regla de Arbitraje Nº 9 dispone que una recusación deberá proponerse “en 
todo caso antes de que se cierre el procedimiento.” Que este último había sido declarado 
finalizado el 5 de mayo 2000 quedaba tácitamente confirmado cada vez que esta parte 
recordaba por escrito que el procedimiento estaba finalizado y no recibía respuesta 
ninguna: 
 

- el día 16 de mayo 2000 escribimos al Centro: 
 
“(...) la representación de Chile está deliberadamente vulnerando la 

Regla [de Arbitraje] 38 al presentar nuevos documentos después de 
cerrado el procedimiento relativo al incidente sobre jurisdicción.” 

    
   No hubo respuesta del Sr. Presidente.   
 

- el 22 de mayo 2000:  
 
“(...) de acuerdo también con lo dicho por el Señor Presidente del 
Tribunal [al concluir las alegaciones orales el 5.V.2000], solicitamos 
que se nos conceda el derecho de responder acerca de  los 
documentos que fueren admitidos en el procedimiento, en particular 
porque disponemos de los elementos de prueba que contradicen 
directamente esos ‘documentos nuevos’.” 

 
El Sr. Presidente guardó silencio. 
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- el 31 de mayo 2000:  

 
“reiteramos nuestra petición del 16 y 22 de mayo 2000 respecto de los 
6 documentos presentados por Chile después de terminada la audiencia 
del 5 de mayo y la consiguiente indefensión a que ha sido sometida 
esta parte.” 

 
Continuó el silencio del Sr. Presidente. 

 
- El 4 de enero de 2001 dijimos de nuevo: 
 

“La parte demandante desea recordar que el 5 de mayo 2000 el 
Tribunal declaró terminada la instancia y, en consecuencia, esta 
última comunicación de la demandada debe ser excluida del debate, a 
no ser que el Tribunal resuelva aplicar el art. 38(2) de las Reglas de 
Arbitraje. » 

 
El Sr. Presidente Rezek guardó silencio. 

 
- El 19 de febrero 2001 repetimos por quinta vez:  
 

”Si bien el  5 de mayo de 2000 el Tribunal declaró cerrado el 
procedimiento (...).” 

 
 

NOVENO.- El Sr. Presidente Rezek comunicó a esta parte que en la 
concreta fecha de 28 de febrero 2001 el procedimiento estaba abierto:  

 
“el Presidente del Tribunal me ha solicitado aclararles que en dicha fecha 
[5 de mayo 2000] se dio por cerrada la sesión sobre jurisdicción 
celebrada los días 3 a 5 de mayo de 2000 en la sede del Centro en 
Washington, D.C. A esta fecha [28.II.2001], el Tribunal no ha declarado 
cerrado el presente procedimiento.” 

 
  La decisión del Sr. Presidente Rezek de 28 de febrero 2001 significa  
consolidar las graves infracciones al orden público procesal descritas, pues el Sr. Rezek 
 

a) sólo el 28 de febrero de 2001 dejó sin efecto su decisión de 5 de 
mayo 2000 de declarar finalizado el procedimiento;  

 
b) confirmaba así la persistente y reiterada voluntad, mantenida 

desde la audiencia oral del 3.V.2000, de privar a esta parte del 
derecho a ser oída y de poder defender sus derechos con todas 
las garantías procesales.  
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c) consumaba que no formalizaba el rechazo de la documentación 
entregada al Tribunal después de terminadas las actuaciones 
orales, y que dejaba sin “abrir a la otra parte una oportunidad de 
manifestación (...) presentar a su turno documentos nuevos 
también. Lo que podría significar entonces una reinstauración 
del procedimiento escrito (...)”, para decirlo en las palabras del 
Sr. Presidente del día 5 de mayo 2000.  

 
 El 8 de marzo 2001 hemos manifestado por escrito ante el  

Tribunal que 
 

“A los efectos establecidos en la Regla de Arbitraje Nº 27, dejamos 
constancia que esta parte no ha renunciado a las objeciones formuladas en 
cuanto a los documentos presentados fuera de plazo por la demandada, 
durante las sesiones de 3, 4 y 5 de mayo 2000 y después. Debemos 
recordar los términos exactos en que el 5 de mayo de 2000 se manifestó el 
Sr. Presidente del Tribunal en relación con esos documentos, al responder 
a la invocación del derecho de defensa que esta parte hizo a lo largo de las 
sesiones, y en comunicaciones ulteriores.” 

 
 
 DECIMO.- Han transcurrido más de diez meses desde que esta parte expusiera, 
en la audiencia del 4 de mayo 2000, la indefensión en que había sido sumida al aceptar el 
Sr. Presidente Rezek que Chile entregara después de finalizadas las actuaciones orales 
las pruebas documentales en que el día 3 de mayo había basado sus alegatos orales. 
 Diez meses han pasado desde que esta parte pidiera, el 4 y 5 de mayo 2000,  que los 
documentos presentados por Chile después de finalizadas las actuaciones orales el 5 de 
mayo 2000, fueran formalmente expulsados del procedimiento o, alternativamente, que 
se permitiera a esta parte, con las garantías debidas, ser  oída al respecto y aportar las 
pruebas que a su defensa interesan.  
Durante diez meses las falsedades vertidas en los citados documentos están actuando 
dentro del procedimiento, sin que el Sr. Presidente Rezek haya puesto en práctica la 
resolución que comunico a las partes el 5 de mayo 2000 y que hemos transcrito en el 
HECHO SEGUNDO  anterior, lo que ha forzado al silencio a esta parte.  
  
 
DECIMOPRIMERA.- Durante los últimos diez meses el Sr. Presidente Rezek ha 
tolerado, permitido o autorizado que en este procedimiento no hayan sido respetados, o 
que se hayan infringido, Reglas cuyo fin es garantizar la igualdad entre las partes, en 
particular las invocadas durante las audiencias del 4 y 5 de mayo 2000 y en las 
comunicaciones ulteriores dirigidas al Centro (ver los docs. anexos a este escrito), es 
decir 
 

- los arts. 44 y 26 de la Convención, 
- las Reglas de Arbitraje Nº 26, 31, 33, 34 y 38, 
- el art. 29 del Reglamento Administrativo y financiero. 
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DECIMOSEGUNDA.- Lo ocurrido durante estos diez meses demuestra, 
objetivamente, que el Sr. Presidente Rezek ha faltado muy gravemente a su deber como 
Presidente de un  Tribunal, y que además ha vulnerado de modo muy sustancial el 
derecho de defensa, con perjuicio para esta. 
 

DECIMOTERCERA.- La proposición que se formula al  amparo del art. 57 de 
la Convención tiene lugar antes de que sea finalizado el procedimiento, declarado abierto 
el 28 de febrero 2001.  
 
 
 DECIMOCUARTA.- Esta proposición contribuye a evitar la frustración del 
procedimiento o una eventual declaración de nulidad. 
 
 
 
 
 
 
 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I 
 
 El derecho a ser oído (audiatur et altera pars) es uno de los más fundamentales 
en todo debate contradictorio. Su vigencia es universal, y como no podía ser de otro 
modo está recogido en el Convenio regulador del CIADI (Reglas de Arbitraje núms. 20, 
21, 27, 31, 32, 37, 39, 40, 41, 42, 44, 49, 50, 54, 55). 
 
      II 
 
 Este principio jurídico ha sido afirmado en los precedentes jurisprudenciales del 
CIADI. Citaremos a modo de ejemplo los casos Amco v. Indonesia, Klökner v. 
Cameroon y Mine v. Guinea. 
 
      III 
 

Lo dispuesto en los arts. 44 y 26 de la Convención, en las Reglas de  
Arbitraje Nº 26, 31, 33, 34 y 38, así como en el art. 29 del Reglamento Administrativo y 
Financiero. 
      IV 
 
Los reconocidos méritos  profesionales que adornan a D. José Francisco REZEK hacen 
más patente que, en el presente procedimiento de arbitraje, ha incurrido voluntaria y 
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conscientemente en el supuesto  que  se recoge en la segunda parte de la siguiente 
definición del Tribunal Federal Suizo 
 

“des fautes de procédure ou une decisión matériellement erronée ne 
suffisent pas à fonder l’apparence de prévention d’ un arbitre, sauf 
erreurs particulièrement graves ou répétées qui constituéraient une 
violation manifeste de ses obligations”. 

 
(Arrêt du 11 mai 1992, D.c.A., Bull. ASA, 1992.381, énfasis nuestro. En 
el mismo sentido, las Sentencias del US District Court, Southern District 
of New York, de 11 de mayo de 1993, Yearbook, 1995.856, Yearbook, 
1995.962).  

 
 
 
      V 
 
Dictar una Sentencia por un árbitro que demuestra haber sido parcial, puede ser 
constitutiva de una violación del orden público internacional procedimental, en el sentido 
que recoge el art. 1502.5º del Código de Procedimiento Civil francés. Evitarlo es un 
deber, en primer lugar, del propio Presidente D. José Francisco Rezek, y queremos pensar 
que comparte esta legítima preocupación y cederá voluntariamente su puesto en el 
Tribunal. 
 
 

SUBSIDIARIAMENTE: 
 
 En el supuesto caso de que D. José Francisco Rezek no atendiera la invitación 
anterior, esta representación, en estricto ánimo de defensa y con el debido respeto a la 
persona, se ve en el deber profesional de proponer formalmente al Sr. Secretario General 
del CIADI, al amparo del art. 57 en relación con el art. 14 del Convenio de Washington 
de 18 de marzo 1965, regulador del CIADI, la recusación del Sr. Presidente Rezek como 
Presidente del Tribunal de Arbitraje.  
 
Baso esta pretensión en los HECHOS y FUNDAMENTOS DE DERECHO enumerados 
más arriba, que damos aquí por reproducidos en su integridad. Y, también, a efectos de 
no perder esta parte el derecho procesal de solicitar la nulidad, en su caso y por el mismo 
motivo, de una eventual resolución que pudiera adoptar el Tribunal en las anómalas 
circunstancias procesales descritas.  
 
Más eminente es la experiencia judicial de D. José Francisco Rezek, más evidente es la 
gravedad de su parcialidad en este caso, al haber reducido a indefensión a esta parte y 
negarle el ejercicio efectivo del derecho de defensa, a ser oído con todas las garantías.  
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En estricto ánimo de defensa debemos concluir que la Presidencia de un  Tribunal de 
Arbitraje del CIADI no puede  estar en manos de quien no permite el derecho efectivo de 
todas las partes a ser oídas y a evitar la indefensión. 
 
En consecuencia, invocando la Regla de Arbitraje Nº 9, propongo ante el Sr. Secretario 
General del CIADI la recusación de D. José Francisco REZEK, que queda fundamentada 
en las causas expuestas; solicito que se transmita la propuesta a los miembros del 
Tribunal, se notifique a la otra parte, se suspenda el procedimiento  y, una vez 
sustanciada la tramitación procesal de la propuesta, se decida su aceptación.   

 
 
 
 

Dr. Juan E. Garcés 
Representante legal de D. Víctor Pey Casado y de la 

Fundación española “Presidente Allende”. 
 
      


